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Procede la Sala a desatar la impugnación propuesta por el apoderado del accionante CARLOS ENRIQUE GUZMÁN TELLEZ contra la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día cuatro (4) de enero de 2005, donde obra como accionada la Unidad Administrativa Especial Dirección Nacional de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN). 

1.- SOLICITUD 

Los fundamentos básicos de la acción fueron los siguientes:

1. El veintiocho (28) de noviembre de 2000 el accionante nacionalizó una mercancía compuesta de “bisutería de metal común”.

2. Mediante la resolución No 000036 de enero trece (13) de 2004, la DIAN profirió liquidación oficial de valor e impuso una sanción por un valor total de $51.057.389, pues encontró que los precios con los que se hizo la importación fueron ostensiblemente bajos. 

3. La DIAN con dicha decisión desconoció el contenido del artículo 478 del decreto 2685 de 1999, con el cual se estableció la caducidad de la acción administrativa sancionatoria. El término es de tres (3) años contados a partir de la comisión del hecho o la omisión constitutiva de la infracción. 

4. Quiere decir lo anterior que se violaron los derechos a la igualdad, al trabajo y al debido proceso, habida cuenta que la resolución de la DIAN fue emitida cuando ya había caducado la oportunidad para sancionar (que ocurrió el 28 de noviembre de 2003).

5. Se elevó petición de revocatoria directa contra la resolución objetada, pero mediante la resolución No 002509 del siete (7) de diciembre de 2004 se decidió mantener incólume la resolución 000036.

6. En casos semejantes, la DIAN ha decretado la caducidad de la sanción, no se entiende entonces, por qué aquí ha aplicado un criterio diferente.

Con esos argumentos, se solicitó la tutela de los derechos fundamentales agraviados y como consecuencia de ello el reconocimiento del término de caducidad de que habla el artículo 478 del decreto 2685 de 1999.

Consideró el solicitante que la acción de tutela es el único mecanismo procedente, habida cuenta que al no haberse agotado la vía gubernativa, es imposible acudir al control judicial contencioso administrativo. 

2.- SENTENCIA 

El señor Juez a quo, después de hacer un detenido análisis de la jurisprudencia constitucional referente a la procedencia excepcional de la acción de tutela, consideró improcedente el amparo por lo siguiente:

- No puede el Juez constitucional adentrarse en asuntos netamente administrativos. 

- En el trámite que culminó con la sanción conocida, hubo publicidad y notificaciones, es decir, se respetó el debido proceso. 

- El no haberse agotado la vía gubernativa por descuido o desconocimiento en nada cambia la situación. Diferente decisión procedería si se hubiera demostrado una situación extrema que hubiera imposibilitado recurrir de la manera ordinaria (v.gr. marginalidad). 

- La tutela no es el medio para revivir términos vencidos. 

- No se evidencia perjuicio irremediable.    

3.- IMPUGNACIÓN

El apoderado del accionante considera que la decisión es errada, toda vez que su patrocinado sí está frente a un perjuicio irremediable. Alega que le fueron embargados sus bienes y de ahí ha sobrevenido un daño irreparable. 

En la jurisprudencia citada por el a quo se consagran claramente excepciones para la procedencia del amparo. Aquí no existe otro medio de defensa judicial y sí un perjuicio irremediable. 

En un caso similar (el de importaciones Varisti Ltda.) sí se declaró la caducidad deprecada. En el presente asunto debe actuarse de manera similar por respeto al principio de igualdad. 

La DIAN ha venido tergiversando las normas legales, pues ha planteado que la caducidad se había interrumpido, cuando el artículo 478 del decreto 2685 de 1999 en ningún momento conlleva a dicho entendimiento. 

Finalmente aduce que si la decisión del Juez iba a ser la declaratoria de improcedencia, no debió admitir la acción; en su lugar debió rechazarla de entrada para evitar desgastes.  

4.- SE CONSIDERA
4.1. Problema Jurídico 

Corresponde a la Sala en esta oportunidad, determinar si la acción de tutela es procedente -como mecanismo alternativo- para revisar actuaciones administrativas en las que no se agotó la vía gubernativa.

Si la respuesta es positiva, habrá de emprenderse el estudio de la documentación allegada; esto con el objetivo de definir si en el proceso administrativo adelantado contra el ciudadano CARLOS ENRIQUE GUZMÁN TÉLLEZ se incurrió en una vía de hecho. 

4.2. Solución al debate planteado

No obstante lo juicioso y mesurado del libelo a través del cual se incoó este trámite constitucional, la Sala no puede avalar sus argumentos, toda vez que la Acción de Tutela no es tolerable cuando el interesado no acudió oportunamente a la entidad demandada en aras de permitirle un pronunciamiento sobre el tópico problemático y, de ser el caso, abrir la puerta a la vía jurisdiccional (a través de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho). 

Dentro del trámite administrativo, la Unidad Administrativa Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, respetó a cabalidad el procedimiento trazado por la normatividad aduanera (en este caso el decreto 2685 de 1999 artículos 505 y ss), pues mediante decisiones motivadas expidió los actos administrativos referentes a la liquidación oficial de revisión del valor de la mercancía y a la sanción procedente por la disparidad de valores que avizoró. Se respetó el derecho de defensa y se concedió la posibilidad de contradicción, tanto así, que en la misma resolución 00036 de 2004 artículo 6 (que ahora se ataca) se dejó clara la posibilidad de interponer el recurso de reconsideración en caso de desacuerdo, mismo que jamás se presentó.   

En ningún momento el ente accionado tuvo la oportunidad de conocer las inquietudes ahora planteadas, en consecuencia, resulta sorpresivo intentar esta acción especialísima pretermitiendo una instancia indiscutiblemente necesaria.

Esa omisión genera la pérdida de legitimación para actuar por vía excepcional; al menos así lo tiene establecido la jurisprudencia constitucional:

En forma reiterada, la Corte ha sostenido que la acción de tutela es IMPROCEDENTE cuando, con ella, se pretenden sustituir mecanismos ordinarios de defensa que, por negligencia, descuido o incuria de quien solicita el amparo constitucional, no fueron utilizados a su debido tiempo (...) Nótese que de ser viable la acción de tutela en estas circunstancias, ésta no se limitaría a decidir el aspecto constitucional de la controversia -la violación del derecho constitucional fundamental-, sino, además, todos los restantes aspectos de pura legalidad, excediéndose el ámbito que la constitución le ha reservado (...) De ser así, con el fácil argumento de que un determinado pronunciamiento judicial constituye una vía de hecho, podría obviarse la aplicación del entero ordenamiento procesal ordinario. Por otra parte, el hecho de que los ciudadanos cuenten con la garantía constitucional de su derecho fundamental al debido proceso (C.P., art.29) no es óbice para que el ordenamiento exija a sus titulares el cumplimiento de una serie de cargas mínimas (contestación de la demanda, interposición de recursos, etc.) que tienden al logro de la transparencia, la rapidez y la eficacia procesales y que, por ende, persiguen, también, garantizar el anotado derecho fundamental. El cumplimiento de esas cargas procesales no podría ser suplido mediante la utilización indiscriminada de la acción de tutela, a riesgo de vulnerar los valores de justicia y equidad en los que se asienta la Constitución Política”. 
 (resaltado y mayúsculas sostenidas fuera del texto). 

Es claro que el actor quiere revivir etapas fenecidas, sin embargo, como jamás demostró una causa que con enorme riqueza argumental justificara el silencio mostrado, y como dejó transcurrir varios meses desde que se notificó el acto administrativo, corresponde a la Judicatura, tal como lo dijera el a quo, desestimar dicha intención por tener rasgos de infundada.  

De procederse de manera distinta, se estaría concediendo un privilegio adicional frente a la generalidad de la población, peculiaridad que para nada se comparecería con el derecho a la igualdad ni con la estabilidad jurídica, base de la institucionalidad democrática.  

La sentencia T-575 de 2002
 es del siguiente tenor: 

(...) tal y como lo ha expuesto de forma reiterada esta Corporación, la procedibilidad de la acción de tutela exige su  interposición dentro de un plazo razonable, oportuno y justo, de tal manera que la acción no se convierta en un factor de inseguridad jurídica, premiando con ello la inactividad de los interesados en el ejercicio oportuno de los recursos, la negligencia y la decidía. Ciertamente, si con la acción de tutela se busca la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten violados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, es imprescindible que su ejercicio tenga lugar dentro del marco de ocurrencia de la amenaza o violación de los derechos. Una percepción contraria a esta interpretación, desvirtúa el alcance jurídico dado por el Constituyente a la acción de tutela y deja sin efecto el objetivo de garantizar por esa vía judicial la protección actual, inmediata y efectiva de tales derechos.
Y sobre el tiempo para impetrar el amparo:

La posibilidad de interponer la acción de tutela en cualquier tiempo significa que no tiene término de caducidad.  La consecuencia de ello es que el juez no puede rechazarla con fundamento en el paso del tiempo y tiene la obligación de entrar a estudiar el asunto de fondo. Teniendo en cuenta el sentido de proporcionalidad entre medios y fines, la inexistencia de un término de caducidad no puede significar que la acción de tutela no deba interponerse dentro de un plazo razonable. La razonabilidad de este plazo está determinada por la finalidad misma de la tutela, que debe ser ponderada en cada caso concreto. De acuerdo con los hechos, el juez está encargado de establecer si la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial y adecuado, de tal modo que no se vulneren derechos de terceros. Si bien el término para interponer la acción de tutela no es susceptible de establecerse de antemano de manera afirmativa, el juez está en la obligación de verificar cuándo ésta no se ha interpuesto de manera razonable, impidiendo que se convierta en factor de inseguridad, que de alguna forma afecte los derechos fundamentales de terceros, o que desnaturalice la acción. Si el elemento de la inmediatez es consustancial a la protección que la acción brinda a los derechos de los ciudadanos, ello implica que debe ejercerse de conformidad con tal naturaleza. Esta condiciona su ejercicio a través de un deber correlativo: la interposición oportuna y justa de la acción. Si la inactividad del accionante para ejercer las acciones ordinarias, cuando éstas proveen una protección eficaz, impide que se conceda la acción de tutela, del mismo modo, es necesario aceptar que la inactividad para interponer esta última acción durante un término prudencial, debe llevar a que no se conceda.  En el caso en que sea la tutela y no otro medio de defensa el que se ha dejado de interponer a tiempo, también es aplicable el principio establecido en la Sentencia (C-543/92), según el cual la falta de ejercicio oportuno de los medios que la ley ofrece para el reconocimiento de sus derechos no puede alegarse para beneficio propio, máxime en los casos en que existen derechos de terceros involucrados en la decisión
. (resalta la Sala)

Si se aceptara la procedencia de la acción constitucional aún sobre la base de haber sido el señor GUZMÁN TÉLLEZ quien permitió la extinción de los mecanismos ordinarios de control, la tutela perdería su carácter residual y se convertiría en herramienta principal de defensa, circunstancia que devendría en inconstitucional a todas luces. Ahora bien, la Corte Constitucional ha recalcado que si los términos para reclamar han caducado o prescrito, no es procedente el amparo como mecanismo transitorio.
 
Quien se dice afectado está sufriendo hoy las consecuencias de la sanción interpuesta (Vg. embargo de bienes), empero, ello constituye un resultado legítimamente concebido, similar en sus efectos, por ejemplo, al que debe afrontar la persona que es privada de la libertad por la comisión de determinada conducta delictiva, o al que cobija al deudor que ve rematados sus bienes por el incumplimiento de las obligaciones generadas del contrato de mutuo. Si se incumplió la normatividad vigente, se deben asumir las correlativas secuelas. 

Vistas así las cosas, y como colofón, recordemos que aunque la acción de tutela en ocasiones opera para la revisión de actuaciones administrativas, en el presente caso dicha posibilidad es desatinada por el incumplimiento del requisito INMEDIATEZ.
 En este orden de ideas, es inane que la Sala estudie el contenido y los alcances que el artículo 478 del decreto 2685 de 1999 reviste para el caso finiquitado mediante la resolución 00036 de 2004 (emitida por la Jefe de División y Liquidación Adscrita a la DIAN). 

Finalmente, baste recordarle al impugnante que toda decisión de tutela exige la estructuración de una sentencia de fondo, a efectos de mantener incólume la posibilidad de acudir a la segunda instancia en caso de discrepancia. En los trámites constitucionales no proceden los recursos para las decisiones interlocutorias. 

De conformidad con lo expuesto, al proveído que se revisa se le dará confirmación.

5.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela que ha sido objeto de revisión. 

SEGUNDO: SE REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

          VICENTE RODRÍGUEZ FEO

       Magistrado 




              Magistrado 

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ                                    CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

       Magistrado 




        Secretaria de la Sala
� Corte Constitucional, Sentencia T-83, marzo 17 de 1998, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.


� M.P. Rodrigo Escobar Gil. 


� Corte Constitucional. Sentencia SU 961 de 1999. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.


� Corte Constitucional. Sentencia SU 544 de 2001, M.P. Eduardo Montealgre Lynet.


� La acción de tutela exige para su prosperidad, la existencia de un plazo razonable entre la violación al derecho fundamental y la presentación ante los jueces en busca del amparo (entre otras, ver la sentencia T-450 de 2004)
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